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Magistrado Ponente:

Fernán Camilo Valencia López

Pereira, dieciséis de diciembre de dos mil nueve
Acta N° 664
Resuelve a continuación la Sala la impugnación que el doctor Orlando Meneses Mena interpuso contra la sentencia dictada por el Juzgado Segundo de Familia de la ciudad el 26 de octubre de este año, que resolvió desfavorablemente la acción de tutela promovida por él contra la Caja Nacional de Previsión Social.
ANTECEDENTES

El accionante solicitó, con miras a que se protegieran sus derechos constitucionales del debido proceso, seguridad social y mínimo vital, ordenar a la entidad demandada reconocer “el derecho que tengo al factor denominado BONIFICACIÓN POR ACTIVIDAD JUDICIAL como factor salarial, de conformidad con los Decretos 3131 y 3382 de 2.005.” y “efectuar la reliquidación de mi pensión y en consecuencia, disponga el pago de la DOCEAVA PARTE por dicho concepto a partir del 1 de Enero (sic) de 2.005 hasta la presente y así sucesivamente”.
Como sustento de tales pretensiones se dijo en el libelo que el doctor Meneses Mena fue pensionado por la entidad demandada con una asignación de $2.803.077.60 a partir de 1 de enero de 2005; que con posterioridad, mediante resoluciones 43755 y 114070 de 14 de diciembre de 2005 y 10 de marzo de 2006, respectivamente, el monto de la pensión se le fijó en $3.835.397 “efectiva a partir del 1 de enero de 2.005”, para lo cual se tomaron en cuenta la asignación básica, prima de navidad, bonificación de servicios prestados, prima de servicios, prima de vacaciones y prima especial de 2004. Sin embargo, alega, no se le tuvo en cuenta la bonificación por actividad judicial que percibió “durante los dos semestres del año 2.005 en cuantía de $5.280.000 cada uno, y proporcionalmente en el año 2.006 en cuantía de $3.696.000 conforme la certificación que acompaño expedida por la Dirección Seccional de Administración Judicial de Pereira”, por tanto, el 20 de octubre de 2006 solicitó ante la Caja Nacional de Previsión Social “el reconocimiento de la bonificación por actividad judicial, recibiendo respuesta apenas el 20 de Enero de 2.009” mediante resolución 01079 por medio de la cual se le despacha desfavorablemente su petición. Decisión con la cual estima vulnerado su derecho a la igualdad, puesto que tiene conocimiento “de decisiones de tutela que han reconocido dicho factor salarial a favor de funcionarios de la Rama Judicial ubicados en la misma situación que a mi compete”.
La demanda se admitió el 14 de octubre pasado y de ella se corrió traslado a la accionada, que no se pronunció.

El 26 de octubre el a-quo, luego de analizar la naturaleza de la bonificación por gestión judicial, por actividad judicial y de gestión judicial, las primeras dos que consideró inaplicables al demandante y la última que dijo no constituía factor salarial ni prestacional para el efecto perseguido; que en cuanto a que a otros funcionarios judiciales sí se les había reconocido, “está claro que la Bonificación de Actividad Judicial, para el momento en que obtuvo su reconocimiento pensional el señor MENESES MENA, no constituía factor salarial, ni prestacional; y mal podría entonces darse una orden en contravía a la normatividad vigente para ese entonces” y que “la jurisprudencia constitucional ha expuesto que los medios judiciales son idóneos para resolver controversias que surjan con ocasión de una relación laboral y en general todos los aspectos de su naturaleza, de manera que estas deben ser resueltas por los jueces laborales o contencioso administrativo según se trate de trabajadores privados o servidores públicos”, no concedió el amparo pedido. Decisión en término impugnada.
CONSIDERACIONES
El inciso 3° del artículo 86 de la Constitución Nacional, expresa que la acción de tutela “sólo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”, norma refrendada por el numeral 1 del artículo 6° del ya citado decreto 2591 de 1991.

Con base en estas disposiciones se ha definido por la jurisprudencia constitucional que, en principio y por regla general, la jurisdicción ídem no es competente para resolver asuntos relacionados con prestaciones económicas de naturaleza laboral como la pensión: “La Corte Constitucional ha dicho en innumerable jurisprudencia que la facultad de reconocer y ordenar pagar un derecho pensional es exclusiva de otras autoridades diferentes al juez constitucional, por cuanto este último, solo puede tener injerencia frente al derecho de petición que se presenta para impulsar una pronta respuesta, pero no para obtener el reconocimiento del derecho referido” (sentencias T-038/97, 577/99, 1083 y 1187 de 2001, y 682/02, entre otras), ya que para lograr el citado objetivo los ciudadanos cuentan con los medios administrativos y judiciales ordinarios que no pueden ser sustituidos por la acción de tutela.  Únicamente en el evento de que estos medios no sean suficientes para garantía de los derechos fundamentales o para precaver el suceso de un perjuicio irremediable, puede el amparo constitucional entrar a desempeñar el papel protector que le señala la Carta Política.

Por esto último; la posibilidad excepcional de que la tutela proceda en los casos enunciados; se han identificado los requisitos que deben reunirse para, por ejemplo, ordenar el reconocimiento y pago de esa clase de prestación económica.  Pero, de igual manera, y como también se tiene sentada la posición de que la tutela no es el medio que pueda utilizarse como principal para obtener la reliquidación de dichas prestaciones, se encuentran establecidas las condiciones que para actuar en contrario deben confluir
:
“En síntesis, se puede indicar que en virtud del principio de subsidiariedad la acción de tutela es improcedente para ordenar el reconocimiento de una pensión. Sin embargo, de manera excepcional y como mecanismo transitorio, el juez de tutela puede ordenar el reconocimiento de dicha prestación económica, si: (i) existe certeza sobre la ocurrencia de un perjuicio irremediable a los derechos fundamentales si el reconocimiento de la pensión no se hace efectivo; (ii) se encuentra plenamente demostrada la afectación de los derechos fundamentales al mínimo vital y a la vida digna del accionante o de su núcleo familiar; (iii) los beneficiarios del derecho pensional son sujetos de especial protección constitucional; y, (iv) cuando conforme a las pruebas allegadas al proceso, el juez de tutela determina que efectivamente, a pesar de que le asiste al accionante el derecho pensional que reclama, éste fue negado de manera caprichosa o arbitraria.”
En el caso que se decide se acertó en la decisión de primera instancia puesto que no se reúnen los requisitos determinados por la Corte para conceder el amparo suplicado ya que no se da cuenta de que el demandante hubiera interpuesto algún recurso en contra de la resolución mediante la cual no se accedió a la reliquidación de su pensión, no se encuentra demostrada ni se alegó siquiera, la afectación de los derechos fundamentales al mínimo vital y a la vida digna del accionante, y además, no ha acudido a la jurisdicción ordinaria para resolver el problema sin que haya una justificación aparente para no hacerlo. También se observa que no se advierte un perjuicio irremediable que indique que acudir a la justicia ordinaria le resulte gravoso o que permita inferir que la intervención del juez debe ser inmediata para evitar males mayores, agregando que no prueba que efectivamente esté viviendo una situación precaria por la falta de incremento de su pensión.
En relación con este preciso aspecto, se advierte que en la demanda no se puso de presente ningún hecho que pudiere constituir perjuicio de tal índole.  Obviamente, menos se probó algo al respecto, carga procesal de ineludible cumplimiento como lo ha resaltado la jurisprudencia de la Corte Constitucional:

“Además, tal línea jurisprudencial ha exigido que para determinar la procedencia de la acción de amparo, el peticionario... se encuentre ante la inminencia de consumación de un perjuicio irremediable, circunstancia esta última que debe acreditarse probatoriamente, demostrando las circunstancias materiales, económicas, médicas o de cualquiera otra índole que afectan personalmente al peticionario, y que hacen que sea impostergable la acción del juez de amparo en defensa de sus derechos fundamentales. De esta manera, no basta con demostrar la exigencia del derecho mediante argumentos jurídicos fundados en las normas legales, ni con mencionar que se está en presencia de un inminente perjuicio irremediable, sino que esta situación de hecho debe acreditarse en cada caso particular”.
  (El resaltado es de la Sala).

En ese sentido, con estas consideraciones basta para respaldar la decisión de primera instancia. Aunque de todas formas como se dijo la sentencia se confirmará, ello no obsta para aclarar que resultaban nimias, dadas las connotaciones de este proceso, consideraciones atinentes a sí era procedente o no la reliquidación pedida, puesto que debe ser el Juez ordinario el que lo decida.
A mérito de lo expuesto, esta Sala Civil – Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia proferida por el Juzgado Segundo de Familia de la ciudad el 26 de octubre pasado. 
Notifíquese esta decisión a las partes en la forma prevista por el artículo 30 del decreto 2591 de 1991, y en firme la misma remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Cópiese, notifíquese y cúmplase

Los Magistrados,

Fernán Camilo Valencia López
Claudia María Arcila Ríos




Gonzalo Flórez Moreno
� Sentencia T-376 de 2007. M.P. Araujo Rentería.


� Sentencia T-562 de 2005, M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra.
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